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A este respecto, el artículo 76 del Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de marzo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley General de La Hacienda Pública de la Junta de Andalucía establece: «Las entidades 
de crédito y ahorro podrán ser autorizadas por la Consejería competente en materia de Hacienda en el 
ámbito que la misma determine como colaboradoras en la gestión recaudatoria de los recursos tribu-
tarios, así como del resto de los ingresos de derecho público. Los ingresos podrán realizarse mediante 
dinero de curso legal, giros, transferencias, cheques y cualquier otro medio o documento de pago sea 
o no bancario reglamentariamente establecido. Asimismo, podrán hacerse efectivos mediante domici-
liación bancaria o tarjeta de débito o crédito». 

Igualmente la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria en su artículo 60.1 al regular la forma 
de pago prevé que puede efectuarse en efectivo por los medios y en la forma que se determinen regla-
mentariamente.

El artículo 34 del Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de 
Recaudación en su apartado tercero dispone que se entiende pagada en efectivo una deuda cuando 
se ha realizado el ingreso de su importe en las cajas de los órganos competentes, entidades cola-
boradoras, entidades que presten el servicio de caja, o demás personas o entidades autorizadas 
para recibir el pago.

A efectos de este reglamento, el artículo 9.1 menciona que sólo podrán actuar como entidades que 
presten el servicio de caja o como entidades colaboradoras las siguientes entidades de crédito:

	▷ Los bancos.

	▷ Las cajas de ahorro.

	▷ Las cooperativas de crédito.

Por tanto, entendemos que Veiasa acredita prestar la forma de pago en efectivo, si bien no direc-
tamente en sus instalaciones, pero sí a través de entidades de crédito que prestan el servicio de 
caja, como indican en la carta de pago. Por tal motivo estas quejas no son admitidas a trámite.

Otras quejas relacionadas con las ITV planteaban cuestiones distintas, como la queja 24/0767 que de-
nunciaba la avería de la ITV móvil que prestaba servicios a los titulares de ciclomotores en una zona 
rural de Málaga.

Especialmente significativas han resultado las cuestiones planteadas en las quejas 23/6494 y 24/4654, 
que coincidían en cuestionar el modo de valoración subjetiva de la profundidad del dibujo en los neu-
máticos del vehículo sin utilizar sistemas de medición de la profundidad.

La primera de estas quejas dio lugar a la formulación por esta Institución de una Recomendación a 
Veiasa del siguiente tenor: 

Que se valore la inclusión en el Manual de Procedimiento de Inspección de Estaciones ITV como 
buena práctica la utilización del aparato que mide la profundidad del dibujo de los neumáticos 
en los casos en los que el titular del vehículo muestre su disconformidad con la inspección. 

Resolución que fue aceptada y cuya falta de cumplimiento está siendo objeto de reclamación en la 
nueva queja 24/4654, aun en tramitación.

2.2.1.2.2.3. Turismo
Como es notorio, el turismo es una de las principales fuentes de riqueza en Andalucía y son innu-
merables las personas y municipios que dependen de esta actividad económica para su bienestar social 
y personal.
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Sin embargo, como ya señalábamos en el pasa-
do Informe Anual, existe un creciente rechazo 
de un sector de la población hacia un mo-
delo de turismo basado en el crecimiento 
continuado del número de turistas, sin to-
mar en consideración los evidentes síntomas 
de agotamiento y saturación que el modelo 
experimenta en algunos de sus destinos más 
emblemáticos.

El elemento diferencial hay que buscarlo en va-
rios factores, por un lado, el índice de presión 
turística que es muy elevado en algunos mu-
nicipios o ciudades, mientras en otros es signifi-
cativamente bajo; y, por otro lado, la relevancia 
del sector turístico en la economía local, que 
es muy importante en municipios dedicados 
principalmente al monocultivo del turismo, 
pero menos relevante en otros municipios o 
ciudades con economías más diversificadas.

Incluso dentro de municipios y ciudades con 
elevada presión turística y cierta diversificación 
económica, tampoco se extiende por igual este 
sentimiento entre toda la población, variando 
en función de sectores como la pertenencia o 
no a colectivos profesionales vinculados al tu-
rismo, o la residencia en barrios más o menos 
afectados por la presión turística.

Lo que resulta cada vez mas evidente es que 
existe un creciente rechazo al turismo de 
masas en determinadas localidades de An-
dalucía, especialmente en aquellas capitales 
de provincia y ciudades donde la presión tu-
rística es más evidente y notoria.

Uno de los principales motivos de rechazo hacia 
este fenómeno de la turistificación se debe a 
que ha traído aparejada una proliferación de las 
denominadas viviendas turísticas. Y el recha-
zo se produce por considerar que las mismas 
están contribuyendo a la llegada masiva de tu-
ristas y propiciando problemas sociales como 
la gentrificación de determinados barrios y la 
desaparición del comercio tradicional sustitui-
do por las franquicias.

Esta consideración, llevó a diferentes sectores 
sociales y políticos de localidades afectadas en 
mayor medida por el problema a plantear la 
necesidad de regular y limitar las viviendas 
de uso turístico.

A pesar de que esta petición concitaba cada 
vez más apoyos, eran pocas las administracio-
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nes que se decidían a hacerlo, aduciendo problemas competenciales al afec-
tar esta regulación a materias como la vivienda y el turismo con un reparto 
competencial complejo entre el Estado, las comunidades autónomas y las 
entidades locales.

Unicamente algunos ayuntamientos se atrevían a lanzar regulaciones pro-
pias, amparadas en la normativa urbanística, que, con frecuencia, terminaban 
siendo cuestionadas en los Tribunales.

Sin embargo la situación cambia de forma notable a partir de finales de 2022 
y durante 2023, al surgir una creciente preocupación social por las dificultades 
de la población para acceder a viviendas a precios asequibles y considerarse 
que las viviendas de uso turístico inciden de forma negativa en el mer-
cado inmobiliario, en particular el de alquiler, al restar oferta y encarecer los 
precios.

Así, hemos asistido en 2024 a la entrada en vigor del Decreto 31/2024, de 29 de 
enero, por el que se modifican diversas disposiciones en materia de viviendas 
de uso turístico, establecimientos de apartamentos turísticos y hoteleros de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Esta norma, aunque ya incluye una regulación más estricta de las condiciones 
que debían tener las viviendas de uso turístico, lo que se traduce indirecta-
mente en una restricción de las mismas, encomienda a los ayuntamientos la 
labor de establecer limitaciones a estas viviendas, cuando así lo estimen 
oportuno, haciendo uso de sus competencias urbanísticas y sus potesta-
des en materia de ordenación de la ciudad.

Acogiéndose a esta posibilidad, diversos ayuntamien https://www.freepik.es/
foto-gratis/tres-chicas-playa-toman-selfie_29152727.htm#fromView=sear-
ch&page=1&position=2&uuid=b5748ebf-9a58-42e1-9758-137dba6c5842&-
query=turistas+playa tos como Sevilla, Málaga, Cádiz o Granada, han ido 
aprobando diversas normas de ámbito local, con el objetivo declarado de 
limitar estas viviendas. 

En paralelo, el Gobierno de España ha venido anunciando una serie de medi-
das fiscales y de otra índole, justificadas también con el objetivo de reducir 
el atractivo de las viviendas turísticas para limitar su número.

Lógicamente estas normas no han dejado indiferentes a ninguno de los sec-
tores afectados, que no han dudado en criticarlas ya sea por considerarlas 
excesivas o por entenderlas poco ambiciosas.

Y como suele ocurrir, algunas de esas muestras de disconformidad se han ra-
dicado en esta Institución en forma de queja, resultando especialmente signi-
ficativas las presentadas por aquellas personas que eran titulares de viviendas 
turísticas y se veían perjudicados por las nuevas restricciones y limitaciones. 

Así, por ejemplo, la queja 24/1629 cuestionaba la estricta regulación conte-
nida en el Decreto 31/2024 para las viviendas de uso turístico, considerando 
errónea e injustificada la obligación de que las viviendas de uso turístico ten-
gan 2 baños completos cuando tengan más de 5 plazas o 3 baños completos 
cuando tengan más de 8 plazas. Entendía el promotor de la queja que “ese 
Decreto en su art. 6,1, c) no tiene en cuenta la existencia de aseos en los 
apartamentos (…)” considerando que con ello le obligaba a poner un baño 
adicional, lo que consideraba un error ya que “en una región como Andalucía 
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donde la falta de agua es un problema endémico obligar a poner un baño donde antes había un aseo, 
(...) es crear las condiciones para incentivar a los huéspedes a consumir más agua”.

Por su parte, la queja 24/1725 pedía directamente la interposición de un recurso de inconstituciona-
lidad contra el Decreto 24/1629 por considerar que incurría en determinados excesos regulatorios y era 
discriminatorio respecto de otras formas de alojamiento turístico.

Por el contrario, la queja 24/2163 planteaba su disconformidad con el Decreto 24/1725 y con los cambios 
efectuados en la normativa de propiedad horizontal que posibilitan prohibir por acuerdo de la comu-
nidad de propietarios los pisos turísticos, por entender que debía ampliarse esa posibilidad y disminuir 
las ratios requeridas para adoptar tales acuerdos.

El caso planteado en la queja 24/3936 no cuestionaba las normas aprobadas, sino las consecuencias de 
su puesta en práctica. En concreto, mostraba su indignación por haber sido cancelada la inscripción 
en el registro de viviendas de uso turístico de la Junta de Andalucía una de su titularidad ubicada en 
Cádiz, al haberlo así requerido el Ayuntamiento de Cádiz por no cumplir el requisito establecido por la 
normativa urbanística que prohíbe las viviendas turísticas en pisos ubicados en edificios que no estén 
destinados en su totalidad a ese uso. Entendía el promotor de la queja que la cancelación de oficio por 
la Junta de Andalucía le ocasionaba indefensión.

2.2.1.2.3. Gobernanza pública
Dentro de este epígrafe vamos a analizar cuestiones de muy diversa índole aunque unidas por el nexo 
común de constituir elementos claves para hacer realmente efectiva la idea de gobernanza pública 
entendida como una forma de gestionar democráticamente el ejercicio del poder.

Así, incluiremos en la dación de cuentas de este epígrafe una relación de aquellas quejas que exponen 
las problemáticas que se suscitan en el ámbito local en relación con el ejercicio por ayuntamientos 
y diputaciones de sus potestades de autogobierno y con el desarrollo de las competencias que les 
son propias.

También reseñaremos las quejas que denuncian incumplimientos por parte de las diferentes adminis-
traciones públicas de sus deberes de transparencia, tanto en su vertiente de transparencia activa, como 
en relación a la atención a las solicitudes de acceso a información que reciben.

Por últimos destacaremos aquellas cuestiones suscitadas en las quejas recibidas que ponen de manifies-
to las dificultades que presenta el proceso de transición digital en el que está inmerso actualmente la 
sociedad, con especial atención a las consecuencias que para el ejercicio de sus derechos por parte de 
la ciudadanía está teniendo la implantación del nuevo modelo de administración electrónica.

2.2.1.2.3.1. Gobernanza local
En relación con el gobierno de los Entes Locales son frecuentes las quejas que ponen en cuestión las 
prácticas realizadas por algunos responsables locales, por entender que coartan o cercenan los dere-
chos democráticos de sus vecinos o, particularmente, de quienes ejercen desde la oposición su labor 
de representantes vecinales en calidad de ediles.

A este respecto, y dentro de las prerrogativas de los representantes de los grupos político municipales 
se incluye el derecho, regulado en el artículo 27 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el 
que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades 
Locales, y que establece lo siguiente:
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